
El Poder Judicial dudadeque
se logre la Justicia telemática

TeresaBlancoMADRID.

El Consejo General del Poder Ju-
dicial (CGPJ)aprobóayer, poruna-
nimidad, el informeal proyectode
Real Decreto sobre comunicacio-
nes telemáticas en la Administra-
cióndeJusticia enel que alude a la
necesidad de asegurar que los sis-
temas de comunicación de las dis-
tintasAdministraciones seancom-
patibles y estén integrados entre sí.
Lo cierto es que el Real Decreto

sobre el queha informadoelCGPJ
secircunscribeal ámbito territorial
delMinisteriodeJusticia. Por ello,
pide el Consejo que, a pesar de es-
ta circunscripción, segaranticeque
todos los sistemas de las distintas
Administracionesestén interconec-
tados.Deotromodo, el sistema“no
podrá funcionar realmente ni ga-
rantizar el derecho a la tutela judi-
cial de los ciudadanos”.
El problema radica en que, en la

actualidad, las distintas Adminis-
traciones de Justicia -la central y
las de las comunidades autónomas
con competencias delegadas en la
materia- cuentanconsistemaspro-
piosquemuchasvecesnosoncom-
patibles entre sí.
De ahí, la necesidaddeponer en

marcha una reforma que permita
la interoperabilidad entre los dis-
tintos sistemas a travésdel sistema
informáticode telecomunicaciones
Lexnet.

Avala el Real Decreto del Gobierno, pero solo será efectivo si
los sistemas de las distintasAdministraciones son compatibles

GETTY

Ahorabien, adviertedel “notable
esfuerzo “quedeberán realizar las
Administraciones Públicas impli-
cadaspara la efectiva implantación
de las comunicaciones telemáticas
en Justicia a partir del 1 de enero
de 2016 (plazo que se hamarcado
el actual ministro de Justicia, Ra-
fael Catalá). Asimismo, alude a la
necesidad de integrar el sistema
Lexnet con el sistema de gestión
procesal correspondiente.

Norma con rango legal
Finalmente, el órganode gobierno
de los juecesmuestra dudas sobre
el hechode que la reforma legal se
lleve a cabo a través de una norma
reglamentaria. Entiende el CGPJ
que, dado que la efectividad de las
comunicaciones telemáticas “im-
plica no solo cuestiones técnicas y
ámbitos competenciales concretos,
sino que también produce conse-
cuencias procesales y afecta a los
derechosde los ciudadanos”, debe-
ría introducirse un precepto que
garantizase la uniformidad en to-
doel territorionacional enunanor-
ma con rango legal (Ley de Enjui-
ciamiento Civil o Ley reguladora
del uso de las tecnologías de la in-
formación y la comunicación en la
Administración de Justicia).

De estemodo, según el Informe,
delquehasidoponente lavocalMa-
ría Victoria Cinto y que valora po-
sitivamente el proyectonormativo,
existen “dudas” sobre la oportuni-
dad de proceder a la elaboración
delRealDecretoquepersigueobli-
gar a que las notificaciones y pre-
sentaciones de documentos en los
órganos judiciales sehaganporme-
dios electrónicos. Y ello debido a
que“granpartedesucontenidode-
pendede laaprobaciónde leyesque
se tramitan en el Parlamento y de

ladisposicióndemedios técnicos”.
Eso sí, de llevarse a buen puerto

todas estasmedidas, elRealDecre-
to supondría, a juiciodelCGPJ, “un
ahorro de tiempo indudable”. De
ahíquevalorepositivamente “el es-
tablecimiento de la obligatoriedad
para profesionales de la Justicia y
para los órganos judiciales y fisca-
lías del uso de los medios electró-
nicos para la presentación de do-
cumentosypara la recepcióndeac-
tos de comunicación procesal”.

Sin la interconexión
“el derecho a la
tutela judicial de
los ciudadanos no
podrá garantizarse”
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